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      Introducción
 200 años de historia del Perú


      Carlos Contreras Carranza


       


       


       


       


      Los centenarios cumplidos por las instituciones o por los hechos históricos «relevantes» suelen suscitar una reflexión sobre el rumbo de las cosas en el largo plazo y las metas alcanzadas o por alcanzar. El bicentenario del nacimiento de las repúblicas sudamericanas (iberoamericanas o latinoamericanas) ha propiciado este tipo de balances y análisis introspectivos y, en dicho sentido, creemos que ha sido una buena idea la de la FUNDACIÓN MAPFRE, de sistematizar tales ánimos en un compendio de la historia de los dos últimos siglos de las naciones latinoamericanas.


      Creemos no exagerar al decir que, entre dichas naciones, el Perú era una de las que más complicado tenía el panorama para conformar un Estado nacional con las características que la política y las relaciones internacionales de los inicios del siglo XIX impusieron en esta parte del mundo. Como es sabido, se trataba de conformar «repúblicas democráticas», siguiendo el ejemplo de Estados Unidos de (Norte) América, para cuya administración no hubiese reyes, ni absolutos ni constitucionales, sino «presidentes», que rotarían en la cabeza del gobierno de acuerdo a elecciones periódicas efectuadas por los ciudadanos. Éstos se identificaban como aquella parte de la población que podía presumirse eran los representantes políticos naturales del resto: normalmente los jefes de familia varones, aunque la definición de quiénes integrarían el cuerpo de ciudadanos fue una de las cuestiones más complicadas de resolver en cada país: ¿Se incluiría a los indios? ¿A todos o sólo a los ya «civilizados»? ¿A los esclavos o exesclavos? ¿A los sirvientes o trabajadores que vivían bajo la protección de un poderoso, o sólo a estos últimos? ¿A ambos en igualdad de condiciones?


      El poder de esos nuevos gobernantes estaría restringido por las leyes dictadas por un cuerpo, también electo, de legisladores, que era concebido como representante de la nación, así como por un poder judicial independiente. La historia de los dos siglos transcurridos desde entonces mostró que ajustar a la población y a los gobernantes a estos mecanismos fue, en las nuevas naciones, una tarea ardua y mucho más lenta de lo que se pensó. El siglo XIX terminó, y el primer centenario de la independencia se cumplió sin haberla aún consolidado. Aunque las perspectivas lucen hoy mejores, parece que todavía no es momento de cantar victoria en este terreno.


      El virreinato del Perú padecía de una de las más complicadas herencias que el colonialismo europeo ha dejado en el mundo: una estructura social «difícil», formada por capas superpuestas de descendientes de los colonos, los colonizados o «indios», los trabajadores de otras regiones traídos como sirvientes o esclavos, y las mezclas que se fueron dando entre todos ellos. Se trataba de un tejido demográfico probablemente apto para organizar la explotación de las minas o el cultivo del tabaco que habían de llevarse a las metrópolis, pero nada práctico para hablar de ciudadanía, representación y autogobierno.


      Esa variedad racial entre los habitantes «peruanos» se entrelazaba con una gran desigualdad económica y social, lo que hacía que el poder, en sus distintas vertientes, estuviese concentrado en un corto número de habitantes blancos, descendientes de los colonos europeos. Asentados en la costa que daba hacia el océano Pacífico y permitía el comercio con otras naciones, dueños de las escasas tierras de riego en los valles próximos al mar, como de las minas del metal precioso que se exportaba al resto del mundo, no sería fácil conseguir que, al día siguiente de la independencia, compartiesen de buena gana dichas riquezas con una población a la que siempre habían mirado con menosprecio. Los jacobinos de la revolución de independencia promovían la expulsión, o hasta la ejecución de los «enemigos» de la patria, o la opción menos violenta de expropiarles por la fuerza sus riquezas, pero sucedió por lo común que los nuevos gobernantes se auparon en las propiedades que quedaron vacantes por tales métodos, antes que repartirlas equitativamente entre una población que carecía del entrenamiento y los valores necesarios para competir por los recursos y por el dictado de leyes que procurasen una asignación más igualitaria. La suma desigualdad entre los de arriba y los de abajo conspiraría desde entonces contra el requisito republicano de una comunidad de ciudadanos iguales y homologables, en la que cualquiera, llegado el momento, pudiera ser el juez, el gobernante o el legislador.


      La geografía parecía también alzarse contra el modelo republicano. Las audiencias y virreinatos habían sido trazados de acuerdo a la conveniencia de una administración colonial. Nada garantizaba que su configuración tuviese sentido cuando se trataba de repúblicas autogobernadas. En el caso peruano, sólo la región de la costa tenía posibilidades comerciales como para desenvolverse autónomamente; la sierra y la selva parecían, en cambio, condenadas, o a una economía de autosubsistencia, o a producir delicatessen para los mercados de ultramar: bienes exóticos de gran valor en poco peso, que pudiesen sortear la barrera de la distancia y las dificultades de comunicación. Para esta opción hacía falta, empero, un capital y una tecnología con los que no se contó.


      La región de la sierra fue hasta mediados del siglo XX la más robusta en población, pero ésta se componía mayormente de indígenas que por su pobreza y aislamiento tenían un nivel muy austero de consumo, por lo que su demanda no promovió una industria local sólida, capaz de crear un sector de acumulación local. La sierra permaneció entonces como una suerte de «reserva» demográfica y de recursos naturales de los costeños, a la que ellos se sentían con derecho a echar mano, a cambio de los servicios de gobierno y defensa que teóricamente le prestaban. A la desigualdad cultural y económica se añadió así la regional. El contrapunto entre una costa blanca/mestiza, cuya élite asentada en Lima controlaba el gobierno y los puertos del país, y una población serrana, predominantemente indígena y conductora de una economía campesina de antiguo régimen, con algunos enclaves mineros blancos o mestizos, marcó la dinámica social de la historia peruana hasta mediados del siglo XX.


      En las décadas iniciales de la vida independiente el control del Estado central sobre el territorio fue exiguo y superficial. Los impuestos se cobraban solamente en los puertos y comercios de la capital y, con grandes irregularidades, en dos o tres ciudades más. Las autoridades locales se sostenían cobrando el tributo a los indios, sin rendir cuentas a las instancias superiores. En varios terrenos, como en el del orden público, el fomento económico y el de las ciencias y artes, puede decirse que hubo un retroceso con respecto al último período colonial. El aislamiento más que la integración frente al mundo pareció ser al comienzo para países como el Perú, la consecuencia de la independencia.


      En la segunda mitad del siglo XIX las cosas parecieron mejorar con la riqueza del guano de las islas, pero la falta de desarrollo de las instituciones políticas y económicas hizo que el país no pudiese capitalizar de dicha bonanza todo lo que se habría podido. En contra de una cierta leyenda negra sobre la «era del guano», habría que aclarar que no todo se dilapidó. Una parte importante de la riqueza fue a parar a manos del Estado, que la usó para abolir la esclavitud y vivir sin que los peruanos, ricos o pobres, hubiesen de pagar impuestos, el lapso de una generación. También se suministraron capitales a los terratenientes de la costa, quienes desarrollaron una producción de azúcar y algodón a escala comercial, que alcanzaría grandes logros en el futuro. Se construyeron ferrocarriles que, aunque con un costo oneroso, consiguieron revitalizar la minería de la sierra central e impulsar la ganadería lanera del sur. También es cierto que hubo corrupción a raudales, deudas contraídas sin prudencia y cálculos geopolíticos equivocados, que empujaron al país a la guerra del salitre, cuyo resultado terminó con la época de las vacas gordas (en este caso, más bien de los pájaros gordos).


      El dinero del guano también sirvió para el fortalecimiento del aparato del Estado, quien fue desplazando a la iglesia del control de la sociedad rural y, en los inicios del siglo XX, tras una reforma precipitada por la crisis financiera de la derrota en la guerra del salitre, montó un programa de expansión de la educación, los servicios de salud y de las vías de comunicación, que se propuso integrar a la población indígena, que componía unos dos tercios del total, en la economía y sociedad modernas. Tras el desastre de la guerra y el fracaso en conseguir un aluvión de inmigrantes europeos, la élite se había convencido de que dicha integración era indispensable para asegurar la viabilidad del país en el concierto de las naciones del continente.


      Lo que la élite concibió como integración se limitaba, empero, a enrolar a los indígenas como trabajadores mineros o agrarios en las grandes unidades productivas orientadas a la exportación, como obreros en las obras de ferrocarriles y carreteras y como soldados en el ejército. A los niños indígenas se les conducía a las escuelas, donde debían «desindianizarse», aprendiendo el castellano y los rudimentos de higiene y «urbanidad» que más adelante les permitan desenvolverse como peones, obreros o sirvientes domésticos. La concesión de derechos económicos, sociales y políticos que equiparasen a los indígenas con la élite de origen europeo no figuraba en el programa de la oligarquía civilista de 1900, o, en todo caso, sólo podía conseguirse mediante un mestizaje ascendente que, a través de varias generaciones, pudiese lograr la metamorfosis de un indio en un blanco.


      La explosión demográfica ocurrida a mediados del siglo XX, junto con la progresión de las carreteras, las escuelas y los maestros creó un desbalance en el programa de integración de la oligarquía. La tierra se volvió escasa y tanto las comunidades indígenas como los terratenientes serranos fueron incapaces de mejorar la productividad de la economía agraria de la región y de retener así a la creciente población. La sociedad rural inició un desmoronamiento que llevó a la emigración de su población hacia la costa, primero, y la región amazónica después. La dislocación de la civilización rural andina y el carácter limitado del programa oligárquico de integración produjeron fenómenos políticos complejos y violentos en la segunda mitad del siglo XX, como las guerrillas, el gobierno militar reformista de los años setenta y el terrorismo político de grupos maoístas que se propusieron una especie de guerra de liberación nacional.


      La derrota de esas tentativas supuso, en las postrimerías del siglo pasado, el triunfo del neoliberalismo. Éste consiguió la estabilización de la economía y la pacificación política mediante un nuevo auge exportador que dotó al gobierno de recursos fiscales bastantes para desplegar un programa de acción social que neutralizase la prédica antisistema y satisficiese, al menos moderadamente, las aspiraciones de ascenso social y bienestar económico de la población. El auge exportador basado en la minería, trajo, sin embargo, también conflictos medioambientales con las poblaciones rurales y problemas en el reparto de las ganancias entre los gobiernos regionales.


      Esta es la historia que, con mayor detalle y seguramente algunas diferencias de ideas y argumentación, puede leerse en los cinco volúmenes que integran esta Historia del Perú contemporáneo. Los autores son parte de una generación de historiadores nacidos, con sólo una o dos excepciones, en el tercer cuarto del siglo XX. En tal sentido nos dan una visión renovada del pasado peruano, que se aparta tanto del enfoque dependentista, que privilegiaba la dinámica de las relaciones internacionales asimétricas por las que discurría la vida nacional y la carencia de una élite dirigente, así como del enfoque oligárquico nacionalista, que vio en las desmedidas demandas de la plebe y en la agresión y egoísmo de las naciones vecinas las claves del drama peruano. El acento está puesto en los actores locales y aunque no se desdeña la influencia externa, ésta es considerada en su acción sobre aquéllos. De otro lado, hemos asumido que la marcha de las sociedades a través del tiempo es un hecho demasiado complejo como para pensar que haya mecanismos o «leyes» que expliquen su discurrir, ya estén basados en cambios materiales, demográficos o culturales. Esta idea podría llevarnos a tener que hablar de todo sin mayor profundidad, pero cada autor en su capítulo ha sabido dar con la «intuición poética» que explique y dé sentido a su narración.

    

  



  

    

      Cronología




       




       




       




       




      

        

          

            	

              1806


            



            	

              Hace su ingreso al Perú el virrey Fernando de Abascal y Sousa, quien gobernará hasta 1816.


            

          




          

            	

              1809


            



            	

              16 de julio. Se constituye la Junta Tuitiva de La Paz con la presencia de criollos peruanos nativos de Lima, Arequipa y Puno.


            

          




          

            	

              1809


            



            	

              10 de agosto. Se instala la Junta Suprema de Quito, que cuenta con el apoyo de clérigos peruanos procedentes de Lima y Piura.


            

          




          

            	

              1810


            



            	

              10 de noviembre. Las Cortes de Cádiz decretan la libertad de prensa.


            

          




          

            	

              1811


            



            	

              13 de marzo. Las Cortes de Cádiz decretan la abolición del tributo indígena.


            

          




          

            	

              1811


            



            	

              20 de junio. Se da inicio a la insurrección de Tacna, liderada por Francisco de Zela.


            

          




          

            	

              1811


            



            	

              9 de noviembre. Las Cortes de Cádiz decretan la extinción de la mita o servicios personales.


            

          




          

            	

              1812


            



            	

              23 de febrero. Comienza la rebelión de Huánuco que llegará a conformar una Junta de Gobierno.


            

          




          

            	

              1812


            



            	

              19 de marzo. Se proclama, desde las Cortes de Cádiz, la Constitución liberal.


            

          




          

            	

              1814


            



            	

              2 de agosto. Se establece la Junta de Gobierno del Cuzco, formada por los hermanos Angulo y el cacique Mateo Pumacahua.


            

          




          

            	

              1820


            



            	

              9 de noviembre. José de San Martín desembarca en Huacho.


            

          




          

            	

              1821


            



            	

              14 de julio. José de San Martín hace su ingreso a la ciudad de Lima.


            

          




          

            	

              1821


            



            	

              28 de julio. Se declara, desde Lima, la independencia del Perú.


            

          




          

            	

              1821


            



            	

              2 de septiembre. José de San Martín decreta la manumisión de los esclavos que se incorporen al Ejército Patriota.


            

          




          

            	

              1822


            



            	

              26 y 27 de julio. Tiene lugar la entrevista de Guayaquil entre Simón Bolívar y José de San Martín.


            

          




          

            	

              1823


            



            	

              1 de septiembre. Simón Bolívar llega al Perú procedente de Guayaquil.


            

          




          

            	

              1824


            



            	

              10 de febrero. El Congreso del Perú nombra a Bolívar dictador.


            

          




          

            	

              1824


            



            	

              6 de agosto. Las fuerzas grancolombianas, lideradas por Antonio José de Sucre, ganan la batalla de Junín frente a las tropas realistas.


            

          




          

            	

              1824


            



            	

              9 de diciembre. El Ejército Patriota consigue la victoria de Ayacucho, que sella la independencia del Perú.


            

          




          

            	

              1826


            



            	

              Del 22 de junio al 15 de julio. Se producen las sesiones del Congreso Anfictiónico de Panamá convocado por Bolívar.


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Scarlett O’Phelan Godoy




       




       




       




       




      El año 1808 marcó un punto sin retorno en la historia de las colonias hispanoamericanas, debido a la invasión napoleónica a España, la captura del rey Fernando VII y la creación del vacío de poder que, posteriormente, sería utilizado como eficaz argumento para fomentar el establecimiento de juntas de gobierno tanto en la Península como en la América española, con el fin de gobernar «en nombre del rey cautivo».




      La particularidad de la coyuntura de 1808 es que afectó a todas las colonias españolas de forma similar, a diferencia de la coyuntura que generaron las reformas borbónicas el siglo anterior, cuya aplicación fue más incisiva en algunos espacios, lo que desembocó en conatos rebeldes de protesta social que se produjeron de forma salpicada, mas no al unísono. Dentro de este contexto del siglo XVIII estalló, en noviembre de 1780, la gran rebelión del sur andino del virreinato peruano, o rebelión de Túpac Amaru que, por primera vez, puso en jaque durante casi un año a la Corona española, al esparcirse el movimiento del Cuzco hacia el Alto Perú. Pero el carácter de este movimiento fue fundamentalmente contra el mal gobierno, es decir, contra las abusivas y corruptas autoridades peninsulares, no necesariamente contra el rey. En esos momentos, el rey Carlos III gobernaba en Madrid y no se hallaba en prisión, ausente, como fue el caso de Fernando VII. Aunque se acusó a Túpac Amaru de lesa majestad para poder ejecutarlo junto a su familia, lo cierto es que lo que exigía el cacique interino de Tinta era una mayor participación en el gobierno colonial, una inclusión de facto de sectores que eran mantenidos al margen —como los mestizos y los indios—, además de la remoción de autoridades antagónicas como los corregidores y los aduaneros.




      La coyuntura de 1808 fue distinta: promovió la formación de juntas de gobierno que, en un principio, siguieron un discurso autonomista para, más adelante, abogar por una clara separación de la metrópoli. Incluso en las juntas más tempranas, como la de Quito de 1809, había ya facciones que buscaban por un lado un gobierno monarquista y, por otro lado, la instalación de una república. La convocatoria de las Cortes de Cádiz y la redacción de una Constitución liberal en 1812 abriría las válvulas de escape de una serie de reivindicaciones que se hallaban retenidas o postergadas desde el siglo XVIII.




      Las reformas borbónicas, que se aplicaron de manera sostenida durante la segunda mitad del siglo XVIII, suscitaron un predecible alejamiento entre la población colonial y la Corona. Por ejemplo, la expulsión de los jesuitas en 1767 y la secularización del clero propició un distanciamiento de parte del clero regular, más aún cuando se propuso la reducción del número de eclesiásticos que conformaban las órdenes religiosas establecidas en América. El favorecer el nombramiento de peninsulares para cargos de poder, que fue una medida impulsada por el ministro José de Gálvez, provocó el resentimiento del sector criollo y un retroceso en la figuración política que este grupo había venido ganando en el gobierno de las Indias. La política fiscal, que se orientó a incrementar los impuestos existentes y crear nuevos gravámenes con el propósito de acrecentar los fondos de la Real Hacienda, produjo una reacción adversa de parte de los sectores sociales afectados por estas medidas. La introducción de monopolios sobre el aguardiente, el tabaco y la sal también provocó una reacción adversa por parte de los pequeños y medianos productores, que se sintieron agredidos por el control que iba a ejercer la Corona sobre los productos con los cuales venían trabajando y comerciando. Todas estas medidas crearon un predecible malestar entre criollos, mestizos e indios, diferencias que se trataron de enmendar en la coyuntura de las Cortes de Cádiz, primero, y con los decretos que se implementaron durante el proceso de independencia, después.




      Aunque se ha afirmado que al Perú la independencia le fue «concedida», teniendo que venir desde afuera, ya que no hubo un movimiento emancipador que surgiera desde dentro, lo cierto es que esta afirmación no es del todo cierta. Si se toma en cuenta que el proceso de independencia se puede dividir en dos momentos —inicialmente el periodo ocupado por la formación de juntas de gobierno, y luego la etapa de los proyectos continentales y las expediciones de San Martín y Bolívar— es posible comprobar que el Perú participó desde el primer momento, el de la formación de las juntas de gobierno. No sólo las primeras juntas de 1809 en La Paz y Quito contaron con la presencia de criollos peruanos, sino que, en el territorio del virreinato del Perú, se dieron dos alzamientos en Tacna, en 1811 y en 1813, el primero con influencia política del dirigente argentino Castelli, y el segundo con influjo de Belgrano. Posteriormente, en 1812, se constituyó en Huánuco una Junta de Gobierno, y se estableció otra en el Cuzco, en 1814, la cual tuvo un impacto regional. Es decir, el Perú no estuvo ausente de la lucha política —la de las autonomías regionales— en esta primera etapa. Lo que sí es incuestionable es que, bajo el gobierno del virrey Abascal (1806-1816), el virreinato peruano se ganó una reputación de haberse convertido en un bastión realista, ya que desde Lima salieron las expediciones militares que reprimieron los conatos rebeldes surgidos en los virreinatos de Buenos Aires y Nueva Granada. Pero ello no implica que no surgieran juntas de gobierno en el territorio peruano.




      En la segunda fase de la independencia, la de los proyectos continentales, la presencia de los dirigentes peruanos se replegó, dando paso a la llegada de líderes venidos de afuera, desde el sur con el Ejército Libertador del general don José de San Martín, y desde el norte con el ejército grancolombiano del general Simón Bolívar. La dirigencia peruana dio la impresión de tener un carácter más local o a lo sumo regional, sin responder a criterios nacionales y menos continentales.




      Una metodología apropiada para analizar este periodo es la de la historia conectada. De esta manera se puede explicar la presencia de un San Martín que participó del primer conato independentista en Buenos Aires de 1810, para luego luchar por la independencia de Chile y finalmente liderar en 1820 la Expedición Libertadora al Perú, plasmando su experiencia en una campaña militar que cubrió un amplio radio de acción. A partir de la perspectiva de la historia comparada también se puede entender la actuación política del tucumano Bernardo Monteagudo, iniciada en el conato de 1809 en Chuquisaca, en cuya universidad estudiaba Derecho, para luego participar hombro con hombro junto a San Martín en la gesta emancipadora, llegando a ser su ministro de Estado durante el Protectorado. No sólo circulaban las noticias, también lo hacían los jefes militares en su afán por liberar a la América española y ellos, en este sentido, conectaban los espacios, tendían una red de comunicación. Sin ir más lejos, tanto Bolívar como Sucre, con su campaña militar, conectaron desde Venezuela hasta el Alto Perú.




      El presente volumen cubre varios aspectos del proceso de independencia que, en su conjunto, nos dan una idea integral de cómo se desarrolló esta etapa de guerra y de cambio. Aunque algunas posturas historiográficas señalan que la independencia sólo significó el paso del dominio de España al control de Inglaterra, lo cierto es que su alcance fue mucho más complejo y menos limitado. Para abordar el tema se ha dividido este libro en cinco capítulos que tocan aspectos claves como la coyuntura económica, los proyectos políticos, la población y la sociedad que participan de este proceso y los cambios que se producen en las mismas, las relaciones diplomáticas que se establecen entre estas tempranas repúblicas y la cultura y el arte que dan soporte al tránsito entre la colonia y la república peruana.




      El estudio económico es abordado en «El proceso económico» por Susy Sánchez, quien, sobre el tema del comercio de ultramar, establece que el tráfico entre Lima y Cádiz se deterioró gravemente como resultado de las guerras de independencia, lo cual facilitó la entrada masiva de mercadería inglesa. Del mismo modo, la estable producción de plata del mineral de Cerro de Pasco, el principal yacimiento minero en el territorio peruano, también se vio afectada por los avatares de las campañas militares y la intermitencia en el suministro de los insumos necesarios para amalgamar la plata. Incluso hubo problemas con la acuñación de monedas al quedar Cerro de Pasco bajo el control del Ejército Realista, luego del ingreso de San Martín al Perú.




      El tributo indígena se erigió como una polémica carga impositiva, cuya derogación y reintroducción sería pendular. Así, lo aboliría la Constitución de Cádiz de 1812, para ser restituido en 1815, con el reingreso de Fernando VII al poder. Más adelante sería nuevamente abolido en 1821 por San Martín, para ser restablecido años después por Bolívar, ya que era considerado el ingreso más estable y significativo con el que contaba la Hacienda republicana. Adicionalmente, en 1826 se creó una contribución de castas, que gravaba sobre todo a los mestizos de menores recursos, que fue abolida en 1840 debido a su difícil recaudación.




      Un tema que Sánchez también cubre ampliamente es el de la participación del consulado como entidad financiera de la guerra de independencia, primero apoyando al virrey de turno y al Ejército Realista, y luego tratando de satisfacer las demandas de colaboración que le solicita San Martín. Inicialmente, el virrey Fernando de Abascal pedirá un millón de pesos para las campañas dirigidas a reducir los focos insurgentes de La Paz, Quito, Buenos Aires y Santiago. Luego, cuando en 1820 el virrey Joaquín de la Pezuela requiera la misma cifra, el consulado sólo podrá entregar 100.000 pesos y cuatro mensualidades de 150.000 pesos cada una. Es más, al ingresar Pezuela al poder, la deuda del virreinato ascendía a 11 millones de pesos. Pero el Perú no se endeudaría sólo con el consulado. En 1826 la deuda que la República peruana tenía con Inglaterra ascendía a 8,5 millones de pesos, a lo que se agregaba un millón de pesos que se debía a la Gran Colombia y medio millón de pesos que se adeudaba a Chile, por financiar las campañas libertadoras del norte y del sur, respectivamente.




      El ensayo de Víctor Peralta en «La vida política» se ocupa de los aspectos políticos de la guerra de independencia. Analiza temas relevantes como la importancia de la libertad de prensa decretada por las Cortes de Cádiz y su resonancia no sólo en la circulación de periódicos y de ideas, sino también en la discusión que surgía de conceptos claves como los de patria, nación, soberanía, entre otros. Aunque, de hecho, los conceptos no se mantuvieron estáticos, cambiaron de contenido a lo largo del proceso en curso y luego de instaladas las repúblicas. Otro tema crucial que estudia Peralta es el de las elecciones, en las que participará de forma masiva y por primera vez la población de Hispanoamérica que había permanecido al margen de estos comicios. Deberán elegir en primera instancia a los integrantes de los ayuntamientos constitucionales y luego a los diputados que los iban a representar en las Cortes de Cádiz. En ambos casos, esta nueva experiencia marcará el ingreso a la política de sectores marginales como los mestizos y los indios.




      Peralta discutirá los proyectos políticos que se tenían previstos para el Perú. En primer lugar, la monarquía constitucional que planeaba instaurar tempranamente San Martín con el respaldo de Monteagudo, bajo el argumento de que tendría un carácter transitorio mientras los peruanos alcanzaban la madurez política. En segundo lugar, la constitución de una república, alternativa que defendía el abogado peruano José Faustino Sánchez Carrión, y que contaría con el beneplácito de Bolívar, quien tenía pensado establecer una república en el territorio peruano.




      El tema del sistema de gobierno idóneo para el Perú se definiría, de alguna manera, en la entrevista de Guayaquil, llevada a cabo en julio de 1822, entre San Martín y Bolívar. A la misma, el Protector arribó en una posición de desventaja: la élite limeña, que en un principio vio con entusiasmo su llegada, se había retraído luego de la campaña antipeninsular de Monteagudo; su proyecto de monarquía constitucional había sido dejado de lado frente a la fuerza que ganaba la propuesta republicana; y, además, San Martín aún no completaba, luego de un año de gestión, la independencia del Perú, quedando la mitad del territorio en manos de los realistas. De los resultados de la entrevista se puede tener una idea a través de los movimientos posteriores de San Martín: regresó al Perú, reunió al Congreso, renunció a su cargo y abandonó el país, dejando el camino libre para que Bolívar hiciera su ingreso.




      Peralta también destaca la bicefalia del poder en el Perú, una autoridad presidencial compartida por Riva Agüero en Trujillo y Torre Tagle en Lima, a la llegada de Antonio José de Sucre a la capital peruana. Ambos presidentes serán denunciados por haber mantenido conversaciones con los realistas al no ajustarse sus expectativas políticas al régimen que enarbolaban Bolívar y los grancolombianos. Es esta duplicidad de poder entre dos aristócratas limeños la que ha llevado a historiadores ingleses, como John Lynch y John Fisher, a referirse al proceso de independencia del Perú como una revolución ambigua, ambivalente. Lo que probablemente ocurrió fue que, siendo Riva Agüero y Torre Tagle miembros de la nobleza limeña, con fuertes lazos que los unían a España y sin un entrenamiento militar riguroso, no llegaron a ajustarse a plenitud dentro del perfil de los líderes de la independencia americana. Tenían rasgos estructurales de índole colonial demasiado acentuados y no pudieron desprenderse de ellos.




      Aunque Torre Tagle proclamará el 29 de diciembre de 1820 la independencia desde Trujillo, donde ejercía el cargo de intendente, los avatares de la independencia lo irán situando cada vez más cerca de la Corona, y más lejos de los líderes de la independencia. Si bien por los lazos de parentesco que mantenía con San Martín, quien era el padrino de su hija Josefa, Torre Tagle no llega a romper con el Protector, será el gestor, por ejemplo, de la deportación de Monteagudo del Perú, durante la entrevista que San Martín sostuvo con Bolívar en Guayaquil. Posteriormente, mantendrá una relación antagónica con Bolívar, quien despreciaba a la élite titulada, y desestimó el proyecto de una monarquía constitucional; y no hay que olvidar que Bernardo de Tagle y Portocarrero era el cuarto marqués de Torre Tagle. Eventualmente el marqués terminaría exiliado en los Castillos del Callao, que es la fortaleza donde convergieron los realistas que se oponían al régimen de Bolívar.




      Después de las victorias de Junín y Ayacucho, en 1824, Bolívar consolidó su presencia en el Perú. Desde Lima, y con el apoyo de Faustino Sánchez Carrión, trabajó en su proyecto de la Federación de los Andes, que se basaba en la unión de la Gran Colombia con el Perú y Bolivia. Y posteriormente, en 1826, convocó al Congreso Anfictiónico de Panamá, con el propósito de crear una alianza entre las naciones liberadas, evento al que inicialmente no se invitó ni a Estados Unidos, ni al Brasil, ni a Haití. Si bien justificó estas omisiones, aclarando que se debieron a que su convocatoria era exclusivamente para las repúblicas que se habían independizado de España, a las cuales unían la lengua, la religión y la cultura, lo cierto es que también hay otras interpretaciones al respecto. Es posible que no se invitara a Estados Unidos porque esto podía debilitar la cercanía de los países bolivarianos con Inglaterra, que era una aliada cuya cercanía Bolívar siempre trató de promover. Además, existía el temor de que Estados Unidos, en América del Norte, pudiera ejercer dominación sobre las nacientes repúblicas. Por otro lado, es probable que no se invitara al Brasil porque allí, desde 1822, se había ungido como emperador Don Pedro I, hijo de la infanta Carlota Joaquina, y Bolívar no deseaba entrar en contacto con una monarquía, ya que era un férreo defensor de la república. Finalmente, Haití era desde 1804 una república negra, cuya dirigencia estaba formada por exesclavos y que Bolívar había tenido ocasión de visitar. No obstante, el temor a la pardocracia y a que la guerra de independencia pudiera convertirse en una guerra de castas influyó en que Haití no fuera incluido entre los asistentes al congreso panameño. La reunión en el istmo de Panamá no sería exitosa, pues a ella no asistieron ni Argentina, ni Chile, ni tampoco Estados Unidos ni el Brasil, invitados a última hora. Para ese entonces ya el llanero Páez se había abierto del proyecto de la Gran Colombia, que fracasaría en 1830, poco antes de que falleciera Bolívar.




      El estudio que lleva a cabo Scarlett O’Phelan Godoy se refiere a la situación que atravesaron la población y la sociedad colonial durante el proceso de independencia. Si bien, en términos cuantitativos, para el periodo colonial tardío se cuenta con el censo del virrey Gil de Taboada (1795), no hay un censo equivalente para la temprana república. Además, la particularidad del censo de 1795 es que no sólo incluye a la población descrita como españoles (peninsulares y criollos) y a los pobladores indios, sino que también incorpora a los habitantes mestizos, esclavos y castas de color.




      Es interesante constatar que, en la segunda mitad del siglo XVIII, se dio una importante segunda inmigración de peninsulares hacia Hispanoamérica y el virreinato peruano acogió la llegada de individuos procedentes de varias partes de la metrópoli, que se dedicaron sobre todo al comercio y la actividad extractiva. No es casual, por lo tanto, que al darse el proceso de independencia, el comercio de ultramar y la explotación minera se encontraran en manos de peninsulares, muchos de los cuales debieron abandonar el Perú para retornar a España, debido a las deportaciones decretadas por Bernardo Monteagudo. Las propiedades de varios de ellos serían luego confiscadas y transferidas a los militares e intelectuales patriotas, tanto peruanos como extranjeros.




      Los años previos a la independencia también se caracterizaron por la llegada de expediciones científicas, como la de Malaspina, Ruiz y Pavón, y Humboldt, por mencionar algunas, que con sus descripciones de la flora y la fauna del Perú, y sus acotaciones sobre la diversidad de sus habitantes —plasmada en los cuadros de castas— llamaron la atención sobre el virreinato peruano, sus vestigios antiguos y sus recursos naturales. Es ésta la época en que se da inicio a la formación de gabinetes científicos y colecciones particulares en Europa, que incluyen objetos prehispánicos como vestidos, armas, instrumentos y cerámica que, en el caso del Perú, denotaban el desarrollo cultural de los incas y su imperio. Se comienza a construir entonces la imagen de un incario con obras importantes de ingeniería, agricultura, astronomía, matemáticas, orfebrería, señalándose que se trata de una alta civilización.




      Esta imagen se transmitirá, por ejemplo, en los discursos de los representantes peruanos a las Cortes de Cádiz, en su afán por sustentar el derecho que le correspondía a la población indígena a ser favorecidos con el derecho a la ciudadanía. Si bien las argumentaciones presentadas por Dionisio Inca Yupanqui, diputado interino por el Perú, el guayaquileño José Joaquín de Olmedo y el chileno Ramón Feliú serán clave para otorgarle la ciudadanía a los indios, los pobladores negros y a las castas de color no correrán la misma suerte. Las Cortes de Cádiz se pronunciarán a favor de la abolición de la trata negrera, mas no a favor de la abolición de la esclavitud y, por lo tanto, los negros y las castas de color no serán elegibles para apelar a la ciudadanía. Es interesante destacar que diputados que representaron al Perú en las Cortes, como Olmedo y Feliú, se habían educado en el Real Convictorio de San Carlos, de Lima, que, bajo la dirección del clérigo Toribio Rodríguez de Mendoza, se constituyó en un semillero de ideas liberales.




      Pero no sólo los miembros de las expediciones científicas fungirán de mediadores culturales, también los inmigrantes europeos que arriben al Perú —ingleses, irlandeses, franceses, italianos— tendrán un papel importante como intermediarios y artífices de la transferencia cultural. A la mayoría de ellos, como a sus pares peninsulares, les atrajeron principalmente el comercio y la minería. Esto ocurrió así salvo en el caso de algunos irlandeses que, al ser asumidos como españoles por los Borbones, llegaron al Perú con cargos políticos como corregidores primero y como intendentes y subdelegados después, además de ejercer como capitanes de milicias y dedicarse a entrenar a los regimientos locales. Los irlandeses eran ampliamente conocidos por su sólida formación militar y su capacidad bélica, reputación que los ayudó a insertarse con éxito dentro de la Administración española. En este sentido, destaca el caso del irlandés Ambrosio O’Higgins, quien llegó a ser virrey del Perú, cuyo hijo natural, Bernardo O’Higgins Riquelme, sería el primer director supremo de Chile, luego de que este país lograra su independencia.




      Si bien las Cortes de Cádiz le negaron la ciudadanía a los negros y a las castas de color, la llegada de San Martín al Perú les abriría a los esclavos la carta de la manumisión. Siguiendo la política adoptada en Buenos Aires y Chile, San Martín decretó, no bien declarada la independencia, la libertad de vientres y luego la libertad de los esclavos que se incorporaran al Ejército Patriota. Después de estos dictámenes debió dar marcha atrás, presionado por los limeños dueños de hacienda, cuya mano de obra era esclava. No obstante, se considera que un tercio de los esclavos que se liberaron en esta coyuntura no volvieron a su condición de esclavitud, y un buen porcentaje de ellos pelearon por la independencia integrando las filas del Ejército Libertador.




      En el caso de los indios la situación fue distinta. La abolición de la mita y el tributo que estableció la Constitución liberal de 1812 se revertió en 1814, cuando Fernando VII volvió al poder. No obstante, en la memoria colectiva de las comunidades indígenas quedó plasmado el decreto que señalaba que ellos eran ciudadanos españoles, exentos de mitar y tributar, resistiéndose, luego de la reintroducción de estos gravámenes, a prestar servicios personales y pagar el tributo. La idea de que las comunidades no llegaron a entender los alcances de esta coyuntura reivindicativa no puede estar más alejada de la realidad.




      Con la llegada de San Martín no sólo varios jefes militares criollos y mestizos del Ejército Realista se pasaron al Ejército Patriota en Huaura (como Salaverry, Gamarra, Santa Cruz): también las comunidades indígenas colindantes a la ciudad de Lima optaron por formar guerrillas y montoneras para apoyar con ataques esporádicos al Ejército Patriota a cargo del general Álvarez de Arenales. Algunos indios nobles como Ignacio Quispe Ninavilca, cacique de Huarochirí, encabezaron partidas de guerrilla a la cuales debieron uniformar, armar y mantener, siguiendo de esta manera el ejemplo de otros líderes guerrilleros, de origen criollo y mestizo, identificados como medianos propietarios de tierras y minas. No obstante, dentro de la estrategia militar de San Martín no había lugar para las grandes batallas, lo cual derivó en que la independencia del Perú sólo quedaría completada luego de las victorias de Junín y Ayacucho, bajo el liderazgo de Bolívar y Sucre. Además, en 1825 Bolívar decretará la abolición de los caciques y sus cacicazgos, probablemente frente al temor que pudiera producirse una insurrección indígena que escapara del control de la dirigencia criolla.




      El estudio de Hugo Pereyra nos remite al Perú y sus relaciones diplomáticas en el temprano siglo XIX. Después de hacer mención a la formación de dos nuevos virreinatos, el de Nueva Granada en 1739 y el de Buenos Aires en 1776, con la pérdida de la audiencia de Quito y de la audiencia de Charcas, respectivamente, por parte del virreinato del Perú, el autor alude a los esfuerzos del virrey Abascal para recuperar los territorios transferidos, aprovechando la coyuntura de la independencia. Guayaquil será incorporado al Perú en términos militares en 1803, antes de la llegada de Abascal, y en 1806, ya ejerciendo Abascal como virrey, se le anexará comercialmente, al separarlo del consulado de Cartagena, para integrarlo al consulado de Lima. De igual manera, la región de Maynas y Quijos será anexada al virreinato del Perú por la cédula real de 1802 y, posteriormente, al negociarse este espacio amazónico con la Gran Colombia, tanto San Martín como Monteagudo demostrarán no tener conocimiento de los alcances de dicha cédula en beneficio del Perú, lo cual es un índice de la debilidad negociadora del Estado peruano durante el Protectorado.




      Estando la guerra de independencia en marcha, y como resultado de la formación de la Junta de La Paz en 1809 y de la de Buenos Aires en 1810, bajo el argumento de que las tropas represivas de ambos movimientos habían salido desde el virreinato del Perú, Abascal reincorporará el Alto Perú al espacio sur andino peruano. Para Bolívar, por otro lado, la unión del Bajo y el Alto Perú representaba un peligro, en la medida que eran espacios ricos en recursos naturales y, sobre todo, en yacimientos mineros. De allí que el Libertador no cesara hasta no ver constituido el Alto Perú en una república autónoma e independiente, que además se llamaría Bolivia, en reconocimiento a su artífice. Asimismo, para el proyecto de la Federación Andina, que el Libertador ya tenía en mente, era necesario que Bolivia se constituyera en un Estado independiente, que luego se uniría a la Gran Colombia y al Perú.




      El ensayo de Ramón Mujica que toca el tema del arte y la cultura se remonta al terremoto de 1746 que asoló la ciudad de Lima, la cual quedó en ruinas, para explicar que la reconstrucción de la capital del virreinato se dio entonces siguiendo modelos clásicos. Algunos de los recintos que se reedificaron bajo estos lineamientos fueron, por ejemplo, la catedral de Lima y sus altares, además del Cementerio General, que seguirá la tendencia de los higienistas de sacar los camposantos a extramuros de la ciudad. Además, se diseñó el cementerio guardando un orden jerárquico y estamental, que reflejaba la complejidad de la sociedad limeña de la época. El cementerio se inauguró en 1808, al mismo tiempo que la Portada de Maravillas, lugar por donde se ingresaba al pueblo del Cercado, vecino al camposanto.




      El estudio también se refiere a los nuevos espacios de sociabilidad que surgirán en Lima por el influjo de la Ilustración, como es el caso de los cafés, que se convertirán en puntos de reunión no sólo para beber este apreciado brebaje, sino también para aprovechar estos salones para difundir noticias cotidianas y discutir temas de carácter político. Otro espacio importante de sociabilidad será el teatro, donde se representarán obras con un contenido político alusivo a la independencia y con personajes que encarnarán a los líderes militares de turno. Por ejemplo, parece que con el beneplácito del virrey Pezuela se representaron obras en que se indisponía a los patriotas, como El ataque del Callao por Lord Cochrane; mientras que luego de la declaración de la independencia se puso en escena la obra Los Patriotas de Lima en la Noche Feliz, que hacía alusión a la felicidad que había traído a la capital el ingreso del ejército de San Martín.




      Mujica se detiene en un tema de su especialidad, la vinculación de santa Rosa de Lima, santa criolla, con el proceso de independencia. En un principio el virrey Abascal quiso nombrarla patrona del Ejército Realista, pero esta primera iniciativa será dejada de lado cuando, en 1816, en el Congreso de Tucumán, la santa limeña sea nominada protectora de la independencia. En este sentido, San Martín cuidó de que se le oficiaran misas, inclusive hasta poco antes de renunciar al Protectorado y abandonar la ciudad de Lima, en 1822.




      La independencia también verá el surgimiento de dos pintores mulatos. Uno de ellos será Gil de Castro, el pintor de los libertadores, quien hará su carrera en Chile, para regresar al Perú durante la gestión de San Martín. Es conocido por haber pintado los retratos de la mayoría de los líderes de la independencia. El otro pintor, ya posterior, será Pancho Fierro, quien tenía alrededor de 14 años cuando San Martín declara la independencia del Perú, y que recreó posteriormente este acontecimiento con varias acuarelas donde se observa la algarabía de la población negra y mulata de Lima, quienes, con instrumentos musicales y banderas, celebran no sólo la liberación de la capital sino también, probablemente, los decretos de San Martín relativos a la libertad de vientres y abolición de la esclavitud.




      Simón Bolívar será inspiración de arengas y versos. Como es el caso de la arenga que le dirigió José Domingo Choqueguanca, nieto del cacique de Azángaro, Diego Choqueguanca, quien declamó a la llegada del Libertador a Pucará (Puno) en tránsito a Bolivia: «después de tres siglos de expiación ha tenido [Dios] piedad de la América y nos ha enviado a vos…». Por otro lado, el poeta guayaquileño, quien fue junto con Faustino Sánchez Carrión a Guayaquil a pedirle a Bolívar que pasara al Perú a completar su independencia, le compondrá, en 1826, el poema «La victoria de Junín, Canto a Bolívar». Si bien San Martín no llegó a ir al Cuzco, Bolívar sí estuvo en la ciudad imperial, donde recibió todo tipo de agasajos y celebraciones, además de una corona de laureles fabricada en oro, con incrustaciones de perlas y brillantes. De ahí, probablemente, que Marco Chilli Túpac pintara un biombo donde aparece Bolívar al final de la dinastía incaica iniciada por Manco Cápac, aludiendo a su calidad de restaurador del Imperio de los Incas.




      Si bien se ha aludido en la historiografía peruana, en más de una ocasión, a la benevolencia de San Martín, frente a la implacabilidad y los aires dictatoriales de Bolívar, lo cierto es que ambos tuvieron un papel importante en la independencia del Perú. El primero midió el pulso de la población de Lima frente al proyecto de monarquía constitucional y tomó la capital, lo que obligó al virrey a retirarse al Cuzco, que se convirtió en el epicentro realista del sur andino. Por otro lado, a Bolívar le correspondió completar la independencia del Perú y ejercer su liderazgo en un complicado momento en el que en el Perú había dos presidentes que se disputaban el poder, además de la presencia del Congreso. Con las batallas de Junín y Ayacucho se sellaría en 1824 la independencia peruana, cayendo de esta manera el último foco de resistencia realista en la América del Sur.




      Los últimos años de la década de 1820 serán testigos de cómo se iba desarticulando, a partir de 1826, el proyecto de la Gran Colombia, que llegaría a su fin en 1830, el mismo año en que Bolívar dejaba de existir. Esto es un índice no sólo de que el caudillismo, el faccionalismo y el regionalismo fueron variables que influyeron en la atomización de los proyectos que postulaban la conformación de macroestados, sino también de que el espíritu del americanismo con que había comenzado la guerra por la independencia estaba perdiendo fuerza frente al surgimiento de los nacionalismos y de unas fronteras que cada vez eran demarcadas más rígidamente. Así, no es casual que un caudillo como Agustín Gamarra enfrentara a José de la Mar, presidente del Perú, por sus orígenes cuencanos, es decir, ecuatorianos; y que, a la vez, llevara a cabo una campaña militar para remover a Antonio José de Sucre de la presidencia de Bolivia, por ser venezolano. Igualmente, el ejército grancolombiano, que había combatido en Junín y Ayacucho, será presionado por el gobierno del Perú para que evacuara aceleradamente el territorio peruano, por ser considerado un ejército extranjero. Lo que también se observa es que, si bien la guerra de independencia se puede y se debe analizar a través de la historia conectada, a comienzos de la década de 1830 los nuevos países irán cerrando sus fronteras, probablemente en un intento por construir sus propias identidades. La guerra sin fronteras y con el único objetivo de liberar América del dominio de España ya no estaba en vigencia: se había entrado a una nueva etapa, la de los nacionalismos.
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      El objetivo de este ensayo es mostrar que la crisis de la monarquía hispánica allanó el camino para la desintegración del virreinato peruano y su conversión en una nueva nación. Si bien es cierto que, en un principio, la respuesta peruana fue de una fidelidad incuestionable hacia Fernando VII, a partir de entonces su cultura política basada en la sacralización del monarca y en la obediencia sumisa a sus magistrados comenzó a cambiar, impactada por los escritos antinapoleónicos reimpresos en Lima y, posteriormente, por el decreto de libertad de imprenta sancionado por las Cortes de Cádiz en 1810. Ambos factores explican que el despotismo, como un fenómeno contrario a la libertad, comenzara a criticarse abiertamente. La entrada en vigor de la Constitución de Cádiz en 1812 trajo la novedad de que España y América eran una sola nación y que los actos del soberano debían ser aprobados por las Cortes. Paralelamente, los primeros gobiernos autonomistas que se constituyeron en la América meridional, en especial el formado en Buenos Aires en 1810, insistieron en el derecho que tenían los americanos de ser asumidos como pueblo soberano. Éste fue el complejo escenario político en el que se celebraron las primeras elecciones representativas y estallaron las rebeliones criollas y mestizas en el virreinato. Al advertir que tanto el constitucionalismo gaditano como el juntismo americano eran un peligro para el ejercicio «despótico» de su autoridad, el virrey Abascal boicoteó el liberalismo hispánico y aplastó sin misericordia los intentos de constituir un gobierno autonomista en el Perú. La restauración absolutista coincidió con el régimen de Pezuela y la política gubernamental se dirigió a ocultar y desacreditar la pedagogía política del periodo de 1812 a 1814. El virrey basó el éxito de su retórica en el asentamiento de la ocupación de Chile como complemento de la campaña militar en el Alto Perú. Cuando Chile se liberó en 1818, la retórica absolutista pezuelista empezó su irreversible declive y desprestigio. La vida política peruana cambió abruptamente en 1820 con la llegada de la Expedición Libertadora del general San Martín y el restablecimiento de la Constitución de Cádiz. Pezuela acató el segundo momento del liberalismo hispánico, pero esta vez la novedad y popularidad de éste fue escasamente trascendente frente al ofrecimiento de San Martín de promover un monarquismo no dependiente de la metrópoli. La independencia, al consumarse en julio de 1821, condujo a un corto debate doctrinario entre monárquicos y republicanos. La pugna concluyó con el desplazamiento del escenario político de los partidarios de imponer una monarquía constitucional, como San Martín y Monteagudo, y el control del poder por republicanos como Bolívar, Sánchez Carrión, La Mar y Gamarra. Hacia la defensa de esta doctrina política se desplazaron antiguos partidarios del liberalismo hispánico, como Vidaurre, en una demostración concreta de que la impronta gaditana de 1810 había concluido hacia 1822. Esta evolución de la política se tratará con mayor detalle en el presente capítulo.




       




       




      Preámbulo histórico de la crisis




       




      El escenario político del virreinato peruano estuvo marcado por la guerra que, desde 1796, enfrentó a España y el Directorio francés con Gran Bretaña. Fue la guerra con los ingleses el principal quebradero de cabeza del virrey, el marqués de Osorno, y así se refleja en el estado del virreinato que éste redactó en junio de 1799 para su sucesor. Dicho conflicto condujo al Perú a un virtual aislamiento, ya que el flujo de exportación de metales a España, así como la importación de mercaderías españolas y francesas se contrajo al menos hasta 1808 como efecto del bloqueo. Al mismo tiempo, el virrey expresó su preocupación acerca de las consecuencias que tendría un ataque inglés a las costas peruanas, ya que la fuerza militar se reducía dos regimientos de infantería establecidos en Lima, varios cuerpos de milicia mal pertrechados e indisciplinados, y apenas dos bergantines como fuerza naval. Osorno no contempló la posibilidad de que tal circunstancia fuese aprovechada por algunos para sublevar el reino. Por el contrario, el virrey resaltó que las más connotadas familias peninsulares y criollas bajo su mando estaban absolutamente satisfechas de su gobierno. Con relación a la república de indios no sólo destacó la ausencia de rebeliones tras la conmoción experimentada en 1780 con Túpac Amaru II, sino que expresó una absoluta confianza en su lealtad ya que «en la presente guerra me han dado [los indios] mil pruebas de que me seguirían a cualquier parte a donde les llevase a combatir los enemigos». Osorno sólo manifestó cierta desconfianza hacia los esclavos y las castas de ascendencia africana, sobre todo porque temía que sus «ansias de libertad e ignorancia» les incentivasen a imitar una revuelta independentista como la ocurrida en Haití en 1789. Por eso recomendó a su sucesor ser precavido con estos últimos y no perderles de vista.




      Bajo el gobierno del marqués de Avilés, que se inició en 1801, la situación política y social fue similar a la relacionada por Osorno. La precaria paz alcanzada por la alianza hispano-francesa con Gran Bretaña en 1802 se rompió en 1804. Para hacer frente a la nueva amenaza inglesa, el virrey dispuso el aumento considerable de las milicias urbanas y reforzó el poder naval al ordenar la construcción de la fragata Astrea y la corbeta Castor, que se sumaron al bergantín Peruano en la vigilancia de las costas del Pacífico. Pero el acontecimiento que provocó el mayor sobresalto al gobierno de Avilés no fue la incursión inglesa que se esperaba, sino el aborto, en 1805, de una conspiración en el Cuzco encabezada por el teniente asesor Manuel Ubalde, el mineralogista Gabriel Aguilar y el abogado y protector de naturales Marcos Dongo, cuyo objetivo habría sido coronar como inca del Perú a Aguilar, de acuerdo con un sueño profético que este último tuvo. Las represalias que se sancionaron contra los protagonistas de la nonata conspiración fueron desmedidas: se castigó con la horca tanto a Ubalde como a Aguilar y con penas de confinamiento y destierro al resto de los implicados.




      El marqués de Avilés fue sustituido por el militar asturiano José Fernando de Abascal y Sousa, quien tomó posesión de su cargo el 7 de julio de 1806. Las invasiones inglesas de las ciudades portuarias de Buenos Aires y Montevideo de ese año y del siguiente adquirieron una especial relevancia en la política inicialmente adoptada por este virrey, al trasladarse el escenario bélico de esta guerra a la América meridional. El virrey del Perú no sólo aumentó el salario remitido a las guarniciones militares ubicadas en el extremo sur de Chile, sino que reforzó la vigilancia de los puertos e incrementó de modo significativo el contingente de milicianos ante la posibilidad de que se produjera un ataque de los ingleses. Al mismo tiempo, autorizó que la población peruana estuviese enterada del desarrollo de este acontecimiento bélico por medio del periódico oficial Minerva Peruana. La definitiva derrota y retirada de los ingleses de Buenos Aires en julio de 1807 fue conocida en Lima tres meses después de haber ocurrido, y el virrey, en su deseo de homenajear dicha gesta y reforzar la consiguiente ola de patriotismo que la misma despertó en la población, promovió la edición de una serie de textos políticos relacionados con los sucesos del Río de la Plata. Sin duda, una de las más significativas fue la Colección de varios papeles relativos a los sucesos de Buenos Ayres redactada por el arzobispo de La Plata, Benito María de Moxó y Francoli. Destaca en este texto cómo los ingleses son calificados de herejes y sacrílegos, además de tiranos y de nación de esclavistas. Por el contrario, los elogios a los franceses, comenzando por el virrey del Río de la Plata Santiago Liniers, se trasladan al propio Napoleón Bonaparte, a quien se califica como grande y diestro en los campos de batalla de Europa. Será esta retórica político-patriótica resumida con certeza por Moxó la que, de forma dramática, tendrá que variar e invertirse en apenas unos meses, como resultado del estallido de la crisis de la monarquía hispánica provocada por las abdicaciones de Carlos IV y Fernando VII y la invasión francesa de la península Ibérica.




       




       




      Campaña antinapoleónica (1808-1810)




       




      Los acontecimientos políticos ocurridos en la metrópoli desde el motín de Aranjuez fueron conocidos en Lima recién en agosto de 1808. Tras confirmarse el levantamiento de la población española contra los franceses y la imposición por parte de Napoleón Bonaparte de una nueva dinastía gobernante para España y las Indias, los peruanos expresaron su repulsa al emperador francés y concentraron sus simpatías en el cautivo rey Fernando VII. Al mismo tiempo, se dio a conocer el armisticio celebrado con los ingleses, que ponía abruptamente fin a la guerra. La Constitución sancionada en Bayona fue calificada por el virrey como un producto repugnante y prohibió su circulación. Además, las autoridades peruanas redoblaron la vigilancia de las costas, pero esta vez para impedir la llegada de los emisarios de Napoleón. La reacción indignada de la población contra los franceses fue sagazmente manejada por el virrey Abascal. La campaña de recolección de donativos económicos para el sostenimiento de la guerra contra los Bonaparte fue un éxito y, a principios de 1809, cinco millones de reales fueron remitidos a Cádiz a bordo del navío San Fulgencio.




      A diferencia de las vacilantes conductas de las autoridades del Río de la Plata y de Charcas, Abascal fue tajante tanto en reconocer a la Junta Suprema de Gobierno de Sevilla, tal como se lo pidió desde Buenos Aires el emisario José Manuel de Goyeneche, como en rechazar la intención de la infanta Carlota Joaquina de Borbón de asumir la regencia. A continuación, el virrey decidió adelantar la ceremonia de juramentación de Fernando VII inicialmente convocada para diciembre. A partir de octubre todas las capitales del virreinato juraron lealtad al monarca ausente. Como anécdota cabe resaltar que no fue Lima, sino Huamanga, la primera ciudad en jurar a Fernando VII el 2 de octubre de 1808. El ceremonial político-religioso del juramento al monarca cautivo marcó el inicio de la campaña fidelista. En este periodo el virrey se erigió en la autoridad absolutista más influyente de la América española. Son varias las causas que explican el poderío alcanzado por Abascal en una coyuntura en que, más bien, el resto de los virreyes y gobernadores de las Indias experimentaron una vertiginosa e irreversible pérdida de autoridad. La primera causa incide en su personalidad avasalladora y en su carácter enérgico. Estos rasgos eclipsaron a quienes le seguían en la escala del poder y podían ser potenciales competidores, como eran los oidores, el arzobispo, el intendente o los alcaldes perpetuos. La segunda causa apunta a su total identificación con las aspiraciones de las élites peruanas. Los comerciantes del Tribunal del Consulado de Lima y otros grupos de poder vinculados al tráfico mercantil vieron a este gobernante como el artífice del renacimiento peruano en la América meridional. Por último, la tercera causa se vincula con su innato liderazgo militar. La élite peruana confirió al virrey el papel de salvaguarda de su seguridad interna, no sólo frente a la posibilidad de que estallase una rebelión indígena o de esclavos, sino también ante la desestabilización que pudiesen provocar los movimientos autonomistas surgidos al sur y norte del virreinato.
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